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Las aglomeraciones y el balance neto de los hogares en el contexto de la 

descentralización  

 

1.1 Aglomeraciones y descentralización  

En Colombia, en el año 2018, el 77,1 % de la población se localizaba en cabeceras 

municipales. Bogotá continúa siendo la ciudad de mayor jerarquía, tanto por su población 

como por la contribución al PIB nacional, que en 2018 fue de 25,6 %. Como bien lo señala el 

Sistema de Ciudades (Barco, 2014) y Hábitat III (ONU Hábitat. 2016), las aglomeraciones 

urbanas son determinantes para el desarrollo económico y social. La administración de las 

ciudades deberá proyectar sistemas fiscales capaces de proveer todas las inversiones 

necesarias tanto en el corto como en el largo plazo, que aseguren una mejor calidad de vida 

de sus ciudadanos. Para ello, la generación de recursos propios, mayor autonomía en la 

generación de impuestos y la asignación de sus gastos son elementos fundamentales para 

mejorar la provisión de servicios públicos, y el fortalecimiento de la capacidad de 

recuperación del valor del suelo generado por las inversiones públicas en los territorios. 

Además de los efectos esperados sobre la calidad de vida urbana de los individuos, la 

existencia de finanzas locales más flexibles contribuye a la generación de mayores ingresos 

para los territorios. 

 El crecimiento de la población urbana en el país se ha dado bajo un proceso acelerado 

y sin planificación. Ello se ha reflejado en una oferta deficiente de servicios públicos, en una 

mala calidad de la vivienda, y en daños ambientales. Es necesario crear condiciones para que 

haya inclusión (económica y social), y la ciudad pueda desarrollar al máximo sus 

potencialidades. Como lo muestra el estudio de ONU Hábitat (López y Carrera, 2014), las 



 

 

ciudades tienen un margen de maniobra importante, y tienen una incidencia determinante en 

la calidad de vida de las personas. 

 El presente capítulo se divide en dos secciones, la primera ilustra la posibilidad fiscal 

que tienen ciudades grandes como Bogotá. Y en la segunda se muestra, de manera más 

específica, la incidencia que tiene la aglomeración en la calidad de vida de los hogares, 

haciendo énfasis en la forma como las dinámicas urbanas modifican el balance neto de 

impuestos y subsidios. 

 

1.2 Autonomía financiera y sistema de ciudades  

La discusión sobre la flexibilización de los sistemas fiscales en los territorios no es algo 

nuevo en el contexto nacional, sin embargo, el enfoque sistémico no se había considerado. 

En los años ochenta, los autores que han impulsado la descentralización fiscal en Colombia1 

no le dieron casi relevancia a los asuntos regionales. Si bien el Informe de Finanzas 

Intergubernamentales, o Informe Bird-Wiesner, recoge muy bien el espíritu del momento, el 

énfasis se centraba en los temas fiscales y no incorporaba las dinámicas. A partir de allí se 

buscaba reducir inequidades de ingreso entre las regiones, proveer una oferta suficiente de 

bienes y servicios que generen externalidades positivas, garantizar una unidad en la política 

fiscal, propender una mayor eficiencia del Gobierno Nacional en el recaudo y disponer de 

bases tributarias más amplias y productivas. A su vez, plantea el desafío de los gobiernos 

locales en el fortalecimiento de su capacidad para la formulación y gestión de políticas 

públicas de carácter territorial. 

                                                
1 En Colombia ver, por ejemplo, Bird (1980, 1986), Bird y Wiesner (1982), y Wiesner (1992, 1994, 1997). 



 

 

Bogotá, bajo el proceso de descentralización, ha podido capitalizar esta independencia 

en el fortalecimiento de su sistema fiscal. La delegación en la conformación y actualización 

del catastro a la ciudad, por parte del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), ha 

permitido que a través de lineamientos técnicos, la modernización de los procesos, la 

actualización permanente y el establecimiento de protocolos para el intercambio de 

información con otros sistemas de gestión de la propiedad, como Notariado y Registro, han 

mejorado la calidad de la información predial catastral y la generación de insumos no solo 

para mejorar los recursos propios de los territorios, sino la conformación de un acervo de 

información para la gestión local. 

Si bien, desde la Ley 72 de 1926, Bogotá cuenta con la autonomía para “organizar 

libremente sus rentas, percepción y cobro, ya por administración directa, delegada o por 

arrendamiento, y darles el destino que juzgue más conveniente para atender a los servicios 

municipales y sin necesidad de previa autorización crear los impuestos y contribuciones que 

estime necesarios, dentro de la Constitución y las leyes” (artículo 6°), la ciudad ha pasado 

por diferentes marcos normativos para la consolidación del actual Catastro Distrital. 

La última década ha mostrado cambios estructurales en la concepción y vocación del 

Catastro Distrital. De manera posterior a la reorganización de la administración, definida a 

través del Acuerdo 257 de noviembre 20 de 2006, la Unidad Administrativa Especial de 

Catastro Distrital (UAECD) pasó de realizar un proceso de actualización cada cinco años y 

recolección en papel a la conformación de un inventario predial en constante actualización, 

el cual permite registrar cambios en las edificaciones, usos, valor, expansión y dinámica 

urbana de la ciudad. Así mismo, la incorporación de constantes procesos de revisión y 

modificación de modelos de avalúos masivos y el establecimiento de políticas de datos 



 

 

espaciales que permiten la interoperabilidad con otros sistemas como registro (UAECD, 2011) 

han contribuido con la consolidación de un proceso de generación de información de alta 

calidad para la ciudad.  

La evolución del proceso de actualización de la información predial catastral permitió 

pasar de una base con una actualización de apenas del 43 % en 2009 al 100 % en la vigencia 

2012, situación que se ha mantenido hasta la actualidad con una dinámica de actualización 

anual del 100 % de la base (gráfica 1.1). Durante el periodo 2010-2019, la ciudad incorporó 

23,51 % predios adicionales, correspondientes a 503.257 inmuebles. Para el año 2019, según 

los resultados del Censo Inmobiliario, Bogotá cuenta con 2.64 millones de predios y 287.32 

millones de m2 construidos valorados en más de $623.8 billones, donde el 75,29 % son de 

uso residencial. 

Como lo muestra la gráfica 1.1, la base catastral para la vigencia 2019 mostró la 

creación de 56.440 predios adicionales, evidenciando un crecimiento del 2,18 % respecto al 

año anterior. Esto refleja una menor dinámica en relación con los años anteriores, situación 

que coincide con el menor aumento de metros cuadrados en la ciudad, presentando un 

incremento de apenas un 1,44 %, variaciones menores a las obtenidas previamente. En cuanto 

al valor de los inmuebles, si bien la ciudad ha doblado su valor en la última década, la 

tendencia en el crecimiento de su valor es decreciente, situación que implica retos 

importantes para la financiación de la ciudad, en cuanto a la necesidad de nuevas fuentes de 

financiación.  

 

 

 



 

 

Grafica 1.1. Valor de los inmuebles en el Distrito Capital, 2010-2019 

 

Fuente: UAECD, Censo Inmobiliario 2019. 

 

Al incorporar un proceso de actualización constante de la base catastral, se fortalecen 

fuentes de información para mejorar los ingresos propios de la ciudad, a través de 

instrumentos de recuperación del valor del suelo como el impuesto predial. Como lo muestra 

la gráfica 1.2, la evolución del impuesto predial declarado para Bogotá desde el año 2000 ha 

presentado un incremento significativo, y en especial un cambio de tendencia, después del 

proceso de reorganización y modernización, cuadruplicando su valor durante los últimos 20 

años. 
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Gráfica 1.2. Evolución del impuesto predial declarado en Bogotá, 2000-2017*  

 

* Precios constantes 2018. 

Fuente: Datos Abiertos Bogotá, Secretaría Distrital de Hacienda. 

 

Asimismo, la gráfica 1.2 también pone en evidencia la dinámica positiva que ha tenido 

el recaudo predial en Bogotá. La actualización de la base catastral, al acercarse a las 

condiciones económicas reales de los predios, contribuye en la conformación de una base 

gravable que permite incorporar tarifas impositivas que se acerquen de manera más eficiente 

a los principios de equidad y progresividad desde la perspectiva del contribuyente. Por su 

parte, la simplificación tributaria del año 2016 busca mejorar la asignación de las tarifas 

aproximándose al avalúo como elemento diferenciador de los contribuyentes y eliminando 

el estrato como una de las variables determinantes. A medida que el valor catastral se va 

acercando al valor comercial de los inmuebles, se crean condiciones propicias para mejorar 

la eficiencia en el recaudo y la equidad. Sin duda, el catastro actualizado es un mejor proxy 

de la capacidad de pago de los hogares que el estrato (Sepúlveda et al., 2014). 



 

 

La actualización catastral condujo al aumento del recaudo predial. El impuesto predial 

representó un 32,3 % de los ingresos tributarios de la ciudad, equivalentes a 2,6 billones de 

pesos para el año 2018, ubicándose como el segundo ingreso más importante, después del 

Impuesto de Industria y Comercio (ICA), que equivale al 44,6 %, 3,7 billones de pesos. En 

tercer lugar, se ubica el impuesto de vehículos, que en el año 2018 representó el 7,91 % de 

los ingresos tributarios, equivalente a 656.878 millones de pesos. De esta forma, estos tres 

impuestos representan más del 83 % de los ingresos tributarios. 

 

Tabla 1.1. Ingresos corrientes de Bogotá, 2016-2018* 

Concepto 2016 2017 2018 

Ingresos corrientes 7.863.771 8.360.759 9.071.904 

No tributarios  642.382 732.667 768.686 

Tributarios 7.221.389 7.628.092 8.303.218 

*Cifras en millones de pesos corrientes. 

Fuente: Dirección Distrital de Presupuesto. Sistema Predis. 

 

La dinámica de los ingresos de Bogotá tiene dos ventajas. Por un lado, la actualización 

permanente ha garantizado que el valor catastral se acerque al comercial. Y, por otro lado, la 

última modificación que se le hizo al catastro (Acuerdo Distrital 648 de 2016) permitió que 

el comportamiento de la tarifa sea progresivo. Tal y como se observa en la gráfica 1.3, la 

tarifa de los predios residenciales va aumentando (del 5,5 por mil al 11,3 por mil) a medida 



 

 

que crece el valor catastral del inmueble2. El rango más bajo corresponde a los predios con 

un valor catastral inferior a 93 millones de pesos. Y el rango más alto es el de los predios con 

un valor superior a 1.200 millones. Con esta estructura del predial, Bogotá avanza de manera 

significativa en equidad. La tarifa máxima del 11,3 por mil es relativamente alta en Colombia, 

pero todavía es inferior a los estándares internacionales. De acuerdo con los estudios 

realizados por el Lincoln Institute (Ingram & Hong, 2010), la tarifa promedio en Estados 

Unidos y Europa oscila alrededor del 20 por mil. 

Gráfica 1.3. Tarifa del impuesto predial (por mil) de Bogotá, según valor catastral del 

inmueble. Predios residenciales. Miles de pesos, 2016 

 

 

Fuente: Acuerdo distrital 648 de 2016, art. 1.o (Concejo de Bogotá, 2016). 

                                                
2 El Acuerdo establece tarifas especiales para predios en estratos 1, 2 y 3 con avalúos catastrales de hasta 135 

SMLMV, entre el 1 y el 3 por mil. 



 

 

 

De manera adecuada, en la exposición de motivos de la simplificación tributaria 

(Acuerdo 648) se explican las razones por las cuales la definición del predial a partir del 

estrato es inequitativa (Concejo de Bogotá, 2016). No favorece la progresividad tributaria el 

hecho de que dos predios con valores catastrales completamente distintos tengan la misma 

tarifa del predial. 

El proceso de actualización permanente de la información catastral y la modernización 

de la infraestructura de datos ha permitido la conformación de un acervo de información 

sistematizada bajo estándares técnicos. Se ha constituido la Infraestructura de Datos del 

Distrito Capital (Ideca), asociada a la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital 

(UAECD), encargada de la definición de estándares, políticas, acuerdos de intercambio de 

información, uso adecuado de datos abiertos y apoyo tecnológico a las entidades. La 

iniciativa propende por la difusión e interoperabilidad entre diferentes sistemas de 

información en el Distrito Capital. La generación de datos abiertos e interoperables abren las 

puertas no solo para mejorar el recaudo o la asignación de recursos, sino la evaluación y 

seguimiento del accionar de la administración pública de la ciudad. 

Los logros que se han conseguido en las actualizaciones de catastro van en la misma 

dirección de los propósitos que busca el Gobierno Nacional a través del catastro 

multipropósito (CONPES 3958 de 2019 – DNP 2019). Es posible respetar el espíritu distributivo 

de la Ley 142 de 1994 a través de mecanismos diferentes a la estratificación actual. Es posible 

determinar los grupos que reciben subsidios o pagan contribuciones, con criterios diferentes 



 

 

a los de la estratificación vigente3. Para que esté de acuerdo con las disposiciones normativas, 

el nuevo sistema tiene que cumplir con los objetivos de eficiencia económica, neutralidad, 

solidaridad, redistribución, suficiencia financiera, simplicidad y transparencia. El fin último 

del sistema es que los hogares de mayor capacidad de pago, junto con los usuarios 

comerciales e industriales contribuyan con el pago de los subsidios asignados a los hogares 

con menor capacidad de pago.  

El mecanismo actual de estratificación ha mostrado importantes limitaciones en su 

implementación. La estratificación es muy rígida, y se rezagó frente a las dinámicas urbanas 

y los cambios en el nivel socioeconómico de los hogares. Varios elementos explican la 

situación. El primero es la presión ciudadana. Ninguna comunidad de vecinos acepta que le 

suban el estrato porque ello implica un aumento en el pago de los servicios públicos. En 

Bogotá, el 62 % de las manzanas están en los estratos 2 y 3. El segundo factor explicativo es 

el poco avance que se observa en las actualizaciones metodológicas. El rediseño de la 

estratificación socioeconómica no está avanzando al ritmo que lo exige la evolución 

urbanística y social de ciertas ciudades. Desde 1994 no se hacen cambios significativos a la 

metodología. La estructura normativa actual restringe la posibilidad de diseñar políticas 

complementarias que respondan a realidades complejas como la de Bogotá. Un buen ejemplo 

de la falta de flexibilidad es la falta de criterios claros para evitar que los proyectos de 

renovación urbana estimulen la gentrificación. Los cambios urbanísticos suelen estar 

acompañados de un mayor valor catastral del inmueble, que lleva a una modificación del 

estrato y, por tanto, a un pago más elevado de servicios públicos. 

                                                
3 Esta es la conclusión de los estudios de Gallego, Gutiérrez, Ramírez y Sepúlveda (2015) y de ONU Hábitat 

(2017). 



 

 

Una de las expresiones de la desactualización de los estratos es la asimetría que se 

observa entre el número de hogares que permanecen en los estratos bajos y la disminución 

de la incidencia de la pobreza. El último decreto de actualización de la estratificación 

(Decreto 394 de 2017) clasifica el 77,26 % de las manzanas en estratos que serían 

beneficiarios de los subsidios de los servicios públicos domiciliarios. En estas manzanas se 

ubica el 83 % de los hogares de la ciudad. Estas cifras no guardan relación con la dinámica 

que ha tenido la pobreza. En Bogotá durante la última década la incidencia de la pobreza se 

redujo en 7 puntos, pasando de 19,6 % en 2008 a 12,4 % en 2018 (DANE). En relación con la 

pobreza multidimensional, los resultados han sido mejores: en menos de una década, la 

incidencia pasó de 12,1 % en 2010 a 4,3 % en 2018. Frente a estos resultados, es apenas obvio 

preguntarse por la falta de consistencia entre las dinámicas de la estratificación y de la 

pobreza. Y la conclusión más evidente lleva a pensar que, efectivamente, el estrato se ha ido 

quedando rezagado, y no está captando las mejores condiciones de vida de los hogares. 

La mala estratificación se refleja en errores de inclusión y exclusión (Sepúlveda et al., 

2014)4. Por ejemplo, de acuerdo con la Encuesta Multipropósito 2017 para Bogotá, el 53,8 % 

de los hogares ubicados en estrato 1 no tienen capacidad de pago. El resto de los hogares, 

que sí tienen capacidad de pago, no deberían hacer parte del estrato 1. En los mapas se 

observa la evolución de los estratos entre 1997 y 2017. 

 

                                                
4 Los errores de inclusión se definen como aquellos hogares que reciben subsidios en servicios públicos 

domiciliarios (hogares cuya vivienda que habitan se encuentra clasificada en estratos uno, dos o tres), pero que 

cuentan con capacidad de pago para asumir el costo medio del servicio o ser contribuyentes. Los errores de 

exclusión describen la situación opuesta, hogares que requieren subsidios, pero no los reciben. 



 

 

Mapa 1.1. Decreto 009 del 9 de enero de 

1997 

 

Mapa 1.2. Decreto 394 del 28 de julio de 

2017 

 

Fuente: Dirección de Estratificación – Secretaría Distrital de Planeación. 

 

Tabla 1.2. Distribución de las manzanas de Bogotá por estrato  

Estrato 1997 2017 

Sin 10,34 % 13,07 % 

1 14,64 % 15,59 % 

2 36,06 % 34,91 % 

3 28,79 % 26,76 % 

4 5,73 % 5,41 % 

5 2,46 % 2,30 % 

6 1,98 % 1,95 % 

 Fuente: Dirección de Estratificación – Secretaría Distrital de Planeación. 

  



 

 

Además de los problemas de focalización, el rezago en la estratificación tiene 

implicaciones financieras importantes. Como lo muestra la tabla 1.3, en el año 2018 todos 

los servicios son deficitarios. El desbalance para los servicios de energía y gas son asumidos 

por el fondo de solidaridad y redistribución a nivel nacional. El diferencial en acueducto, 

aseo y alcantarillado tiene que ser financiado por los entes territoriales. En el 2018 el déficit 

que tuvo que cubrir Bogotá fue de unos 131.000 millones de pesos. 

  

Tabla 1.3. Balance financiero del total de subsidios y contribuciones en servicios 

públicos en Bogotá, 2018 

 Medidas Acueducto Alcantarillado  Energía eléctrica Gas natural 

Subsidios 136.578.749.800 129.219.224.416 312.103.715.644 99.048.765.195 

Contribuciones 104.217.417.062 100.134.495.081 302.688.068.810 39.605.223.236 

Desbalance -32.361.332.737 -29.084.729.335 -9.415.646.834 -59.443.541.959 

Fuente: SUI. Consulta 15 de julio de 2019. No disponible información de aseo. 

  

1.3 El saldo neto ingresos-gastos  

En los análisis que realizó el Sistema de Ciudades, los aportes de Duranton (2008, 2015) 

fueron importantes por tres razones: i) pone en evidencia la importancia de los flujos entre 

las ciudades; ii) explicita la interacción de las variables centrales de la economía urbana: 

ingresos, costos (de bienes y de transporte [distancia]) y densidades; iii) propone un modelo 

dinámico. 

Duranton retoma la observación de Marshall (1898) sobre la potencialidad que tienen 

las vecindades, y formula el problema de la siguiente manera: 



 

 

Mientras que los rendimientos crecientes son esenciales para entender la presencia 

de las ciudades, es difícil concebir una actividad o servicio que presente una 

indivisibilidad lo suficientemente grande que haga posible la existencia de las 

ciudades. Por tanto, uno de los principales retos de la economía urbana es develar 

los mecanismos que permiten que la localización del conjunto de unidades de 

pequeña escala, que son indivisibles [...], genere rendimientos crecientes que sean 

lo suficientemente capaces de consolidar la ciudad. Podemos entender las ciudades 

como el resultado de un trade-off entre las economías de aglomeración —o los 

rendimientos crecientes que resultan de la localización— y los costos de la 

congestión urbana. (Duranton & Puga 2003, p. 1)  

 

La magia de las vecindades, al decir de Marshall, consiste en que unidades autónomas 

interactuando en el mismo espacio generan rendimientos crecientes. La interacción entre 

unidades productivas crea una dinámica endógena que supera las limitaciones de cada una 

de las empresas tomadas de manera aislada. Por esta fortaleza de las vecindades la ciudad 

empieza a actuar como si fuera una sola firma (Vickrey, 1977). 

En el trabajo realizado por Duranton (2008, 2012)5, se encuentran los elementos 

constitutivos del marco teórico propuesto por el Sistema de Ciudades. En este, se incorporan 

los indicadores básicos de la dinámica urbana. Conjuga el ingreso, el costo de vida, y las 

posibilidades de moverse en la ciudad y entre ciudades. El modelo de este autor hace énfasis 

en la relevancia de los flujos, y de las conmutaciones. La presentación de Duranton tiene la 

virtud de poner en evidencia los procesos que tienen lugar a lo largo del tiempo. Entre los 

                                                
5 Ver Bonilla, González y Contreras (2018). 



 

 

costos, es relevante el precio del suelo, y de los bienes inmobiliarios. De nuevo, como se 

reconoce desde los años de Von Thünen (1851), la ubicación en el territorio guarda una 

estrecha relación con el valor del suelo.  

En el esquema de Duranton se destacan las siguientes variables: el ingreso, los gastos 

y las densidades. Las migraciones interurbanas dependen del balance ingreso-gastos. En las 

ciudades, dentro de los gastos, ocupan un lugar muy importante los costos de movilidad y la 

vivienda. De acuerdo con los criterios convencionales de la geografía económica, hay una 

relación inversa entre la distancia al centro y los costos del transporte. Esta asociación inversa 

fue examinada de una manera general por Von Thünen. En el estudio de Duranton se pone 

en evidencia este vínculo, y por ello se le ha dado tanta importancia a los flujos de 

conmutaciones. La información disponible en el país es limitada, y por esta razón el Sistema 

de Ciudades únicamente contempla los flujos del mercado laboral. Esta mirada dinámica es, 

por sí misma, un avance frente a los análisis convencionales de los mercados laborales, que 

están centrados en la estática comparativa de las tasas de desempleo. 

Para seguir profundizando, en esta metodología sería necesario examinar otros flujos, 

como el de mercancías, el de pasajeros, el de alimentos, el de datos, etc. Estas informaciones 

son fundamentales para entender la interacción entre aglomeraciones, ciudades y territorios. 

La perspectiva de Duranton vuelve a traer a colación los análisis de Tiebout (1956) 

sobre la “votación con los pies”. Para el autor, los ciudadanos tienen la posibilidad de 

expresar su preferencia por los bienes públicos locales. Y este objetivo es factible gracias a 

que las personas pueden moverse de una ciudad a otra. Tiebout responde así a Samuelson 

(1954), quien considera que no hay forma de conocer las preferencias del individuo frente al 

bien público. A pesar de que la “votación con los pies” es una forma muy imperfecta de 



 

 

expresar las preferencias, sí son evidentes los movimientos de población entre Bogotá y las 

ciudades cercanas, que están impulsados por el balance entre el equilibrio en salarios 

individuales (𝑤𝑒𝑞) y el nivel de costo de vida de equilibrio por hogar (𝐻𝑒𝑞), como los 

denomina el esquema de Duranton (2008, 2012). 

La votación con los pies es una forma de aceptar o de rechazar un conjunto de bienes 

—y males— públicos locales. Desde esta perspectiva, Bogotá se presenta como una ciudad 

atractiva, y ello se expresa en un saldo migratorio positivo. De todas maneras, la decisión de 

migrar no depende solamente de las características de los bienes públicos en sí mismos, sino 

de la forma como inciden en el ingreso neto del individuo. Y aunque el análisis 

costo/beneficio subyacente es complejo, y está influenciado por factores de diversa índole, 

las familias que deciden migrar lo hacen después de una ponderación —más o menos 

intuitiva— de la relación entre el costo y el beneficio. Además, se debe tener en cuenta que 

no solamente migran las personas. También lo hacen las empresas, que sopesan la capacidad 

del mercado, a través de la densidad poblacional, y los costos del transporte, mediante las 

distancias (Krugman, 1991). 

 

 

 

 

 

 



 

 

Tabla 1.4. Ingreso promedio por deciles de gasto de los hogares de Bogotá (EMB 2011, 

EMB 2014, EMB 2017), Cambio porcentual, pesos constantes de 2017 

 

Fuente: Cálculos de la SPD a partir de EMB 2011, EMB 2014 y EMB 2017. 

 

La tabla 1.4 muestra las variaciones del ingreso real que se han presentado entre 2011, 

2014 y 2017. Este ejercicio es posible gracias a la continuidad que han tenido las encuestas 

multipropósito de Bogotá (EMB). Los resultados anuales son muy distintos. Entre 2014 y 

2011 los ingresos aumentaron, sobre todo en los tres primeros deciles, y el decil 6. Entre 

2017 y 2014 los ingresos cayeron, especialmente en los deciles 2, 6 y 9. El menor ingreso 

real es compatible con la dinámica que ha tenido la pobreza monetaria. En Bogotá la 

incidencia pasó de 10,1 % en el 2014 a 12,4 % en el 2017. 

 

 

 



 

 

Tabla 1.5. Estructura del gasto de los hogares de Bogotá, por deciles (EMB 2011, EMB 

2014, EMB 2017) 

 

Fuente: Cálculos de la SPD a partir de EMB 2011, EMB 2014 y EMB 2017. 

 

Para el examen de los gastos, se ha tomado como punto de referencia la variación 

observada en las estructuras de consumo de los hogares. Tal y como se observa en la tabla 



 

 

1.5, la estructura de consumo de los hogares tuvo cambios importantes entre 2011 y 2017. 

Los valores en términos absolutos se observan en la tabla 1.6. Es evidente el mayor peso de 

la vivienda. En el total pasó de 23,4 % en el 2011 a 29,3 % en el 2017. Y en estos años la 

participación de los alimentos se redujo de 22,9 % a 20,7 %. 

Las diferencias entre los deciles son notorias. En la gráfica 1.4. se muestra la variación 

que han tenido los pesos relativos de la vivienda y la alimentación entre 2011 y 2017. Los 

cambios han sido significativos. En los más pobres —decil 1—, la vivienda ha adquirido un 

peso significativo. En el 2017 era de 42,4 %, que significa, con respecto al 2011, un aumento 

de 14,10 puntos porcentuales. Mientras tanto, también en el decil 1, los alimentos 

disminuyeron 3 puntos. En el decil 10 la participación de los alimentos se redujo en 3,5 

puntos. En el decil 1 el pago de los servicios públicos domiciliarios continúa siendo 

relativamente alto. Durante el período de análisis, su participación se mantuvo alrededor del 

10 %. 

Las variaciones mencionadas impactan el balance entre 𝑤𝑒𝑞 y 𝐻𝑒𝑞. Si los ingresos 

disminuyen y los precios de la vivienda aumentan, los hogares se ven en la obligación de 

reducir otros gastos. La política pública puede mejorar el ingreso neto de equilibrio 

(𝑤𝑒𝑞 − 𝐻𝑒𝑞), bien sea aumentando el ingreso bruto, o disminuyendo el costo de vida. Se trata 

de mejorar el ingreso disponible de las familias6. 

 

                                                
6 El ingreso disponible (Yd) de las familias, entendido como el resultado de restarle al ingreso bruto (Y) el 

balance neto de los impuestos (T) y los subsidios (S) [Yd=Y-T+S] ha sido analizado en Gallego, Gutiérrez, 

Ramírez y Sepúlveda (2015); Gallego, González y Sepúlveda (2017). 



 

 

Gráfica 1.4. Variación (pp) en la participación de los gastos por rubros entre 2011 y 

2017. Bogotá  

 

 

Fuente: cálculos de la SPD a partir de EMB 2011 y EMB 2017. 

 

El estudio de ONU Hábitat sobre las ciudades latinoamericanas (López & Carrera, 2014) 

muestra que tienen un amplio margen de acción, y que pueden incidir de manera significativa 

en la calidad de vida. Al interior de un mismo país las diferencias entre ciudades son notables, 

y ello muestra la relevancia de las políticas públicas locales. 

Los gobiernos de las ciudades pueden incidir, en mayor o menor medida, en todos los 

componentes de la estructura de consumo de los hogares. En el 2017 la participación del 

transporte equivalía al 8,7 % del gasto total. En los deciles 1, 2 y 3 el peso del transporte ha 

venido disminuyendo desde el 2011. 



 

 

 

Tabla 1.6. Gasto mensual de los hogares de Bogotá por deciles. Precios constantes de 

2017 (EMB 2011, EMB 2014, EMB 2017) 

 

Fuente: cálculos de la SPD a partir de EMB 2011, EMB 2014 y EMB 2017. 

 

Con el fin de reducir el costo del transporte y disminuir su peso en la estructura de 

consumo del hogar, el Distrito Capital creó un incentivo a la demanda (decretos 603 de 2013, 

046 de 2016 y 131 de 2017) a través del Sitp-Sisbén7. Los beneficiarios son seleccionados 

de acuerdo con los puntajes Sisbén. El incentivo consistía en un descuento del 50 % de la 

                                                
7 Los primeros estudios sobre las características que podría tener este subsidio fueron elaborados por Banco 

Mundial y Dalberg (2013 a, b). 



 

 

tarifa regular por un máximo de 40 viajes mensuales. Se le da preferencia a la población 

discapacitada y a los adultos mayores. En un comienzo, el gobierno local esperaba dar el 

subsidio a 900.000 personas, pero en abril de 2014 había menos de 250.000 solicitantes8. En 

octubre de 2016 la cobertura aumentó a 485.000 personas. Resulta evidente que el programa 

no logró el alcance deseado, ya que a duras penas llegó al 50 % de la población objetivo. 

La reducción de la tarifa fue un alivio para los hogares más pobres. En el decil 1, el 

gasto mensual en transporte bajó de 53.018 pesos a 38.821. Gallego, Gutiérrez, Ramírez y 

Sepúlveda (2015) presentan dos ejercicios de evaluación de impacto de los subsidios Sitp-

Sisbén. La unidad de análisis es la manzana, y se indaga si el uso del subsidio tiene incidencia 

en los resultados laborales. Los autores no observan un impacto estadísticamente 

significativo para el conjunto de trabajadores, pero sí para quienes están en la informalidad. 

Y al discriminar por deciles de ingreso, la mayor incidencia es sobre la población de ingresos 

medios y medios-bajos. Además, se observó que el subsidio no incide en la probabilidad de 

ser desempleado ni en la participación laboral. 

 Cuando se creó el subsidio al transporte se buscaba que además de mejorar las 

condiciones de vida de la población, se logrará estimular el uso del transporte público. Las 

estimaciones de la elasticidad-precio de la demanda permitían suponer que una reducción del 

costo se reflejaría en una mayor demanda. En efecto, los resultados indican que, en el grupo 

de control, los beneficiarios tienden a hacer uso del sistema 8 veces más que sus pares 

(Gallego et al., 2015). 

                                                
8 El otorgamiento de subsidios se ha prestado para malos manejos. En octubre de 2017 había aproximadamente 

28.100 tarjetas subsidiadas que presentaban comportamientos atípicos (Veeduría Distrital, 2018). 



 

 

En la financiación de los servicios públicos, como el transporte, se presenta la tensión 

entre la posibilidad de acceso de las personas, o costeabilidad, y la sostenibilidad financiera, 

o autosostenibilidad. En Colombia se ha pretendido que ambas dimensiones sean 

compatibles. En numerosas circunstancias, el conflicto entre costeabilidad y 

autosostenibilidad es insoluble. Si el gobierno local decide darle prioridad a la costeabilidad, 

se presentan dificultades con la sostenibilidad. Para garantizar el acceso habría que reducir 

la tarifa al usuario, pero ello va en contra de las finanzas del sistema. Y, a la inversa, si se le 

da prioridad a la financiación, habría que subir la tarifa, y ello afecta de manera negativa el 

acceso de las personas más pobres. Los sistemas masivos en la mayoría de las ciudades del 

mundo han reconocido que es inevitable financiar la operación con recursos del presupuesto, 

porque es imposible que la tarifa al usuario iguale la tarifa técnica9. 

Los servicios públicos domiciliarios (SPD) siguen teniendo un peso relevante en la 

estructura de gasto de los hogares. Con el propósito de reducir estos costos, se ha 

argumentado, con razón, que un bien como el agua debe ser gratuito porque es un derecho 

fundamental. Bajo este principio, se ha buscado reducir el gasto de las familias pobres 

(estratos 1 y 2), dándoles de forma gratuita un mínimo vital, que se está aplicando desde 

finales de 2011 y principios de 2012. El mínimo gratuito es de 6 m3 mensuales por hogar. El 

servicio no se pierde por mora en los pagos. Según la Empresa de Acueducto, Alcantarillado 

y Aseo de Bogotá en el 2016 el mínimo vital ha beneficiado a 121.535 usuarios de estrato 1 

                                                
9 El plan de desarrollo Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad (República de Colombia 2019) reconoce en 

el art. 106 que los sistemas masivos puede que no alcancen la sostenibilidad y, en tal caso, se pueden financiar 

con recursos propios del municipio. 



 

 

y a 591.861 usuarios de estrato 2. En cifras de 2015, representaba 51 millones de m3 anuales 

con un costo de 62.000 millones de pesos. 

Gallego et al. (2017) evalúan la incidencia del subsidio sobre el consumo del servicio 

público de acueducto y alcantarillado. Después de su implementación, los hogares de estratos 

1 y 2 consumen entre 3,2 y 3,5 m3 bimensuales de agua más que en el caso de que no existiera 

el subsidio. El cambio es importante; el consumo promedio de los hogares bogotanos es de 

alrededor de 20,5 m3 mensuales. De esta forma se estima que el subsidio generó un aumento 

en el consumo del servicio público de acueducto y alcantarillado cercano al 8 %10. 

El subsidio ha sido progresivo. Gallego et al. (2017) muestran que ha llegado, 

principalmente, a la población de menos ingresos. Esta evaluación se refiere exclusivamente 

al mínimo vital. Pero cuando se observa el conjunto de SPD la situación de los hogares pobres 

se ha dificultado porque el gasto ha aumentado. En el 2017, en los tres primeros deciles, la 

participación de los SPD era superior al 10 %. En términos absolutos, el gasto continúa siendo 

elevado. Entre el 2014 y el 2017, en el decil 1, el gasto mensual subió de 46.332 pesos a 

77.953. No obstante las bondades del mínimo vital, este mayor gasto se puede explicar por 

el aumento del consumo de agua y, sobre todo, por el impacto que tuvo el incremento de la 

tarifa de los otros servicios11. Sería ideal que el mínimo vital no fuera una cantidad estándar 

por hogar, sino que se definiera de acuerdo con el número de personas por familia. Dado el 

impacto positivo que ha tenido el mínimo vital, sus retos a futuro se reducen a garantizar un 

                                                
10 Además del estudio de Gallego, González y Sepúlveda (2017), se ha constatado que después de la 

implementación del mínimo vital, aumentó el consumo de agua de los hogares más pobres. Este hecho, por sí 

mismo, no es negativo, y no necesariamente es un derroche. El consumo adicional puede estar incidiendo en 

una mejor condición de vida. De todas maneras, es claro que los hogares deben hacer un uso eficiente del agua. 
11 Habría que hacer un ejercicio cuidadoso de la forma como las elasticidades precio e ingreso modifican la 

demanda y las estructuras de consumo (Deaton, 1997). 



 

 

uso eficiente del agua y a llegar a garantizar un aporte más comprensivo del número de 

personas en cada hogar. En lo que refiere al uso eficiente del agua, es importante atacar los 

incentivos negativos al uso innecesario del recurso hídrico dadas las tarifas muy por debajo 

de los costos de producción, de esta forma es importante que a corto y largo plazo la 

estructura de subsidios no se interponga en el mejoramiento, sostenibilidad y correcto uso 

del servicio. Esta discusión ha sido ampliamente evaluada en el libro de Komives et al. 

(2005). 

Por último, las aglomeraciones, en su proceso de expansión del suelo urbano hacia la 

zona rural periférica y los centros urbanos cercanos, resultado del crecimiento económico, 

demográfico y funcional, han inducido a la reubicación de la vivienda y la constitución de 

suburbios dispersos. Este proceso ha sido denominado suburbanización y se caracteriza por 

la pérdida de población en las centralidades debido a las rentas diferenciales entre los usos 

del suelo disponibles (Martínez, 2016). Esta modificación en la ubicación de la población 

incorpora como elementos fundamentales para el análisis de los hogares y su bienestar el 

tiempo de desplazamiento, los costos asociados y las distancias recorridas. Asimismo, 

aspectos como la “capacidad de movilizar pasajeros y suministros a través de las redes viales 

y los sistemas de transporte terrestre, han influenciado a dirección de la expansión urbana” 

(Universidad de los Andes, 2017). 

Al analizar los tiempos de movilidad entre la ciudad de Bogotá como centro de 

aglomeración, se encuentra que en promedio una persona se demora 64 minutos en 

desplazarse a su lugar de trabajo, de los cuales el 50 % de los viajes se hace mediante 

transporte público. A su vez, en promedio, a un bogotano le toma 43 minutos desplazarse al 

colegio, aunque se hace principalmente a pie con un 51 % de los viajes. En relación con los 



 

 

puntos de generación de viajes, el proceso de desplazamiento de la vivienda a la periferia 

genera un mayor aumento en la demanda por mayor infraestructura de movilidad, debido al 

distanciamiento de los hogares a sus lugares de trabajo, educación o funcionales (mapa 1.2). 

Mapa 1.2. Generación y atracción de viajes por UPZ de 6:00 a.m. a 8:30 a.m. 

 

Fuente: Observatorio de Movilidad (2017, p. 54). 

 

Al analizar la frecuencia de viajes entre la ciudad de Bogotá y los municipios 

pertenecientes al primer anillo de la ciudad, especialmente por movilidad hacia su destino de 

trabajo y/o centro educativo, se encuentra que los municipios de Soacha, Chía, Mosquera y 

Cota presentan la mayor generación de viajes (gráfica 1.5). 

  

 

 



 

 

Gráfica 1.5. Generación y atracción de viajes por municipio durante todo el día  

 

Fuente: elaboración propia a partir de la Encuesta de Movilidad 2015. Datos: Simur. 

La dinámica de generación de viajes entre 6:00 a. m. y 8:30 a. m. muestra que la 

distribución se mantiene. Así como ingresan personas, también salen hacia los municipios 

aledaños a Bogotá. Para el año 2017, se generan alrededor de 125.000 viajes desde los 

municipios hacia Bogotá, y así mismo también se generan cerca de 75 000 viajes de Bogotá 

hacia los municipios (mapa 1.3). 

  

 

 

 



 

 

Mapa 1.3. Generación y atracción de viajes por municipio de 6:00 a. m. a 8:30 a. m. Día 

hábil y viajes peatonales mayores (o iguales) a 15 minutos 

 

Fuente: Observatorio de Movilidad (2017, p. 60). 

 

El mapa 1.4 ilustra las velocidades promedio de acceso a la ciudad. Los viajes se hacen 

lentos no solo para los viajeros, sino también para el traslado de mercancías. Los patrones de 

localización están induciendo a una mayor congestión y quizás a una pérdida de 

productividad de la ciudad. Las vías de ingreso a la ciudad presentan congestión, con una 

velocidad promedio de entre 15 y 26 km por hora. Mientras en el 2017 a una persona en 

Bogotá le toma 64 minutos para ir al trabajo, a otra que trabaja en Bogotá y se desplaza desde 

Soacha le toma 79 minutos, desde Chía 84 minutos, desde Mosquera 67 minutos y desde 

Cota 74 minutos.  



 

 

 

Mapa 1.4. Velocidades promedio de acceso a la ciudad de Bogotá 

 

Fuente: Desarrollo Territorial Sostenible y Seguro a través del Ordenamiento territorial 

(Universidad de los Andes, (2017, p. 255). 

 

Este panorama de movilidad en tiempo y en número de viajes entre Bogotá y los 

municipios del primer anillo muestra la necesidad de una planificación de la infraestructura 

de Bogotá-Región que no comprometa su productividad. Las vías periféricas de entrada a la 

ciudad capital muestran una baja velocidad promedio y por ello se deberían tener en cuenta 

las propuestas sobre anillos viales e infraestructura de vías de entrada a la capital del país 

como las establecidas en la Misión de Ciudades (2012).  
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